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2. Los procedimiento de responsabilidad patrimo-
nial serán resueltos por el Director de la ODECA hasta
la cuantía de cinco millones (5.000.000) de pesetas,
por el Consejero de Ganadería, Agricultura y Pesca hasta
el límite establecido para la contratación y por el Gobier-
no de Cantabria en los demás casos.

CAPÍTULO III

Régimen económico-financiero, de intervención,
control y contabilidad

Artículo 22. Régimen aplicable.

El régimen económico-financiero, de intervención,
control y contabilidad, será el establecido o el que se
establezca en la Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de
diciembre, de Finanzas de la Diputación Regional.

CAPÍTULO IV

Presupuestos

Artículo 23. Presupuestos.

1. La ODECA elaborará anualmente antes del 31
de agosto un anteproyecto de presupuestos con la
estructura que se señale por la Consejería de Economía
y Hacienda, y lo remitirá a la Consejería de Ganadería,
Agricultura y Pesca para su examen, modificación en
su caso, y posterior incorporación al Anteproyecto de
Presupuestos de ésta en cada ejercicio.

2. El régimen presupuestario de la ODECA será el
establecido por la Ley de Cantabria 7/1984, de 21 de
diciembre, de Finanzas, y el fijado en las correspondien-
tes Leyes de Presupuestos Generales de la Comunidad
Autónoma para cada ejercicio.

COMUNIDAD FORAL
DE NAVARRA

16369 LEY FORAL 2/2000, de 25 de mayo, de modi-
ficación de la Ley Foral 10/1990, de 23 de
noviembre, de Salud, para extender la cober-
tura de asistencia sanitaria del sistema sani-
tario público de Navarra a todos los inmigran-
tes en la Comunidad Foral.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DEL NAVARRA

Hago saber que el Parlamento de Navarra ha apro-
bado la siguiente Ley Foral por la que se modifica la
Ley Foral 10/1990, de 23 de noviembre, de Salud, para
extender la cobertura de asistencia sanitaria del sistema
sanitario público de Navarra a todos los inmigrantes en
la Comunidad Foral.

La Ley Foral 10/1990, de 23 de noviembre, de Salud,
regula las actuaciones de asistencia sanitaria para hacer
efectivo el derecho a la protección de la salud a todos
los ciudadanos residentes en la Comunidad Foral, esta-
bleciendo en su artículo tercera que la asistencia sanitaria
pública dentro del territorio de la Comunidad Foral se

extenderá a todos los ciudadanos residentes en cual-
quiera de los municipios de Navarra.

El Decreto Foral 71/1991, de 21 de febrero, uni-
versaliza la asistencia sanitaria pública en el ámbito de
la Comunidad Foral a todas aquellas personas que carez-
can de protección sanitaria pública o posibilidad de acce-
so a la misma por cualquier título jurídico.

La garantía de asistencia sanitaria universal todavía
no es una realidad en nuestra Comunidad. Existe un
colectivo humano calculado en unos 2.000 inmigrantes
no legales que forman parte del contingente humano
de aproximadamente 8.000 extranjeros residentes en
Navarra, que a finales del siglo XX todavía no tiene reco-
nocido uno de los derechos humanos básicos, que es
el derecho a la protección de la salud recogido por nues-
tra Constitución en su artículo 32 y que sí se reconoce
a los inmigrantes con contrato de trabajo por cuenta
propia o ajena y a los menores de edad.

La atención sanitaria pública de los extranjeros no
legales en la Comunidad Foral se realiza en virtud de
Acuerdo del Gobierno de Navarra de 23 de junio
de 1997, con carácter excepcional y por vía de petición
de una organización no gubernativa, cuando la patología
tenga carácter de urgencia vital o sea de urgencia rela-
tiva. Cuando acuden por cuenta propia a un servicio
sanitario son considerados como pacientes privados, y
se factura la asistencia sanitaria, que oscila entre
las 7.000 pesetas por consulta médica en los centros
de atención primaria y 15.000 pesetas por la asistencia
en los servicios de urgencia. En estos costes no se inclu-
yen las pruebas complementarias como radiografías,
análisis u otras.

El cobro por la atención sanitaria pública produce
una situación de vulnerabilidad para este colectivo, ante
un sistema de salud pública universal que no les reco-
noce derechos y deberes precisos y pone barreras a
su acceso. Resultando contraria a los principios más ele-
mentales de justicia humana y provocando una situación
de indefensión que genera diferentes actitudes por parte
de los profesionales sanitarios desorientados ante esta
realidad.

Esta situación discriminatoria y de imposibilidad de
hacer frente a esas cantidades, obliga a este colectivo
de inmigrantes a recorrer un tedioso y desagradable
camino a través de trabajadores sociales y organización
no gubernamental para justificar, con informes socioe-
conómicos, la escasez de medios para hacer frente al
pago de las facturas médicas. Por otro lado, les deja
como única vía alternativa los servicios sanitarios de
beneficiencia que dependen de la solidaridad de orga-
nización no gubernamental, que como Cáritas, que ha
llegado ha efectuar 1.265 consultas en un año.

La exclusión de este contingente humano incide de
manera importante en la protección de su salud, sobre
todo en las patologías crónicas, crea riesgos potenciales
para la salud pública al no contemplar cuestiones tan
importantes como la prevención de enfermedades y la
educación sanitaria con carácter permanente y accesible.
Esta situación enturbia el paradigma de que nuestro sis-
tema de salud es uno de los más avanzados y el com-
promiso adquirido con los objetivos de la Organización
Mundial de la Salud para que la universalización sanitaria
sea una realidad en nuestra Comunidad en los albores
del siglo XXI.

Todo ello aconseja la inclusión en la Ley Foral
10/1990, de 23 de noviembre, de Salud, el único con-
tingente humano de nuestra Comunidad excluido de la
atención sanitaria pública, para culminar el proceso de
extensión y universalización de la atención sanitaria a
todos los ciudadanos y ciudadanas residentes en la
Comunidad Foral con independencia de su situación
legal o administrativa.
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Artículo primero.

Se modifica el apartado 1 del artículo 3 de la Ley
Foral 10/1990, de 23 de noviembre, de Salud, que pasa
a tener la siguiente redacción:

«La asistencia sanitaria pública dentro del terri-
torio de la Comunidad Foral se extenderá a todos
los ciudadanos y ciudadanas residentes en cual-
quiera de los municipios de Navarra con indepen-
dencia de su situación legal o administrativa.»

Artículo segundo.

Como garantía del cumplimiento del programa de
atención sanitaria a extranjeros, el Gobierno de Navarra
incluirá en los Presupuestos Generales de Navarra una
financiación complementaria y específica para los bene-
ficiarios del mismo, estimada de acuerdo al coste medio
por ciudadano en la asistencia sanitaria pública, con-
forme a lo previsto en el artículo 5.14 de la Ley
Foral 10/1990, de 23 de noviembre, de Salud.

Asimismo el Servicio Navarro de Salud-Osasunbidea
adoptará las medidas oportunas a fin de facilitar la corres-
pondiente tarjeta individual sanitaria a todos los acogidos
al referido programa a petición de los solicitantes o a
través de solicitud formulada por las organizaciones
sociales que trabajan en la atención de este colectivo
en Navarra.

Disposición adicional única.

En el plazo de tres meses se revisará la normativa
vigente en materia de asistencia sanitaria para adecuar
los procedimientos y condiciones para garantizar el acce-
so, de un modo efectivo y dentro del menor plazo posible
de todos los inmigrantes, con independencia de su situa-
ción legal o administrativa, al Sistema Navarro de Salud.

Yo, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 22
de la Ley Orgánica de Reintegración y Amejoramiento del
Régimen Foral de Navarra, promulgo, en nombre de S. M.
el Rey, esta Ley Foral, ordeno su inmediata publicación
en el «Boletín Oficial de Navarra» y su remisión al «Boletín
Oficial del Estado», y mando a los ciudadanos y a las
autoridades que la cumplan y la hagan cumplir.

Pamplona, 25 de mayo de 2000.
MIGUEL SANZ SESMA,

Presidente

(Publicada en el «Boletín Oficial de Navarra» número 66, de 31
de mayo de 2000)

16370 LEY FORAL 3/2000, de 22 de junio, de ayu-
das de salvamento y reestructuración de
empresas en crisis.

EL PRESIDENTE DEL GOBIERNO DE NAVARRA

Hago saber que el Parlamento de Navarra ha apro-
bado la siguiente Ley Foral de ayudas de salvamento
y reestructuración de empresas en crisis.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

La profunda crisis económica de los primeros años
de la década de los ochenta, con graves consecuencias
en el tejido industrial de la Comunidad Foral, motivó
la aprobación por el Parlamento de Navarra de la Ley
Foral 1/1985, de 4 de marzo, reguladora de la concesión

de ayudas al saneamiento y relanzamiento de empresas
en crisis, poniendo en manos del Gobierno de Navarra
un amplio abanico de instrumentos financieros y fiscales
con los que poder apoyar a empresas en dificultades.

Esta Ley Foral establecía dos requisitos fundamen-
tales para la concesión de las ayudas: Propuesta de un
plan de saneamiento y relanzamiento de la empresa
coherente y realista, con cuya aplicación pudiera razo-
nablemente preverse su viabilidad futura, y el compro-
miso firme de aceptación del plan por parte del titular
de la empresa, sus trabajadores y, en su caso, acree-
dores, así como de cumplimiento de las medidas pac-
tadas.

En el tiempo transcurrido desde la entrada en vigor
de la citada Ley Foral, más de un centenar de empresas
han sido acogidas al régimen de ayudas en ella esta-
blecido, de las que la gran mayoría ha superado las difi-
cultades por las que atravesaban, lo que evidencia la
oportunidad e idoneidad de ese régimen de ayudas.

Con motivo de la incorporación de España a la Comu-
nidad Económica Europea, este régimen de ayudas fue
comunicado a la Comisión Europea, por lo que continuó
constituyendo un régimen legal vigente en Navarra a
efectos de la concesión de ayudas a la reestructuración
de empresas en crisis.

Ahora bien, en el año 1994 («Diario Oficial de las
Comunidades Europeas» de 23 de diciembre de 1994)
la Comisión Europea dictó las Directrices Comunitarias
sobre Ayudas de Estado de salvamento y de reestruc-
turación de empresas en crisis, habiendo requerido a
las autoridades de Navarra la adaptación de su normativa
a las citadas directrices. Estas Directrices han sido sus-
tituidas por las publicadas en el citado «Diario Oficial»
con fecha 19 de septiembre de 1997, afectando las
modificaciones introducidas específicamente al sector
agrario. Los aspectos más significativos de estas Direc-
trices son los siguientes:

Diferenciación entre Ayudas de Salvamento y de
Reestructuración, entendidas las primeras como las diri-
gidas al sostenimiento temporal de una empresa cuya
situación financiera se halla seriamente deteriorada, has-
ta tanto se realizan los análisis y se elaboran los planes
para afrontar la situación, mientras que las de Reestruc-
turación se dirigen a la puesta en marcha de un plan
que tenga por objeto el restablecimiento de la viabilidad
de la empresa a largo plazo.

Establecimiento de unos requisitos generales para la
concesión de las ayudas de reestructuración, como son
el restablecimiento de la viabilidad, la ausencia de fal-
seamiento indebido de la competencia, la proporciona-
lidad de la ayuda con los costes y beneficios de la rees-
tructuración, la aplicación íntegra del plan de reestruc-
turación y observancia de las condiciones, y la super-
visión e informe anual a la Comisión.

Distinción entre Pequeña y Mediana Empresa (PYME)
y grandes empresas, tanto en lo que se refiere al rigor
en el cumplimiento de los requisitos establecidos para
la concesión de ayudas a la reestructuración, como al
establecimiento de un régimen de ayudas y a la comu-
nicación previa de su otorgamiento.

En cumplimiento del requerimiento de la Comisión,
el Gobierno de Navarra, en sesión celebrada el día 1
de septiembre de 1997, acordó notificar a la Comisión
Europea, a los efectos previstos en el artículo 93 del
Tratado CE, el Proyecto de Ley Foral de ayudas de sal-
vamento y reestructuración de empresas en crisis,
mediante el que se adapta a las Directrices Comunitarias
aprobadas por la citada Comisión la Ley Foral 1/1985,
de 4 de marzo, reguladora de la concesión de ayudas
al saneamiento y relanzamiento de empresas en crisis.

Tras la introducción en el proyecto de diversas modi-
ficaciones requeridas por la Comisión Europea, ésta ha


